Pesticidas, monocultivos y exposición a sustancias tóxicas en Escuelas Rurales
Contexto general
El proceso de expansión territorial de monocultivos empresariales (principalmente soja) ha incorporado semillas genéticamente modificadas que fueron habilitadas legalmente desde el año 2000 en Paraguay. “Entre los años 2002 y 2020, la superficie utilizada por el agronegocio tuvo un crecimiento de 232,63%–al tiempo que el de la agricultura campesina decreció casi en un 50%– ocupando actualmente el 94,08% de las tierras destinadas a la agricultura en el país. La soja, el rubro más importante, ocupa 3.631.000 ha de las 5.476. 915 ha cultivadas con rubros del agronegocio, es decir, aquellos que además de utilizar el paquete tecnológico, están orientados principalmente a la exportación” (Palau y Lo Bianco, 2022, 11).
El modelo de producción agraria instalado en Paraguay “se caracteriza por la producción de monocultivos y la utilización de productos químicos–-herbicidas, insecticidas, fertilizantes químicos y fungicidas– denominados pesticidas y más comúnmente agrotóxicos (Palau y Lo Bianco, 2022: 13).
Cuadro 1. Principales principios activos de agrotóxicos importados (en kg)
	
	2014
	2020

	Glifosato
	14.554.746 
	14.292.547 

	2,4D
	1.815.277 
	1.716.986

	Paraquat
	5.606.766 
	7.439.348 

	Total
	21.976.789
	23.448.881


Fuente: García (2021) en Palau y Lo Bianco (2022: 14).
“Para las comunidades campesinas e indígenas, estos números representan fumigaciones en sus territorios. La utilización sistemática sobre casi 5.500.000 hectáreas del territorio paraguayo, implicaría que se vierten 4,3 kilos de agrotóxicos por hectárea, lo que podría generar un grave problema social por sus posibles efectos sobre la salud humana” (PyL, 2022:15). Así como también la vulneración a otros derechos humanos e irrespetando el marco normativo vigente.
Normativa Ambiental 
Sobre el uso de agrotóxicos dos son las referencias más importantes a señalar, el artículo 7 de la Constitución Nacional que se refiere al Derecho a un ambiente saludable y la Ley  3742/09 “De control de productos fitosanitarios de uso agrícola. “Las escuelas, asentamientos humanos, cursos de agua natural, centros y puestos de salud, templos, plazas y otros lugares de concurrencia pública, están protegidos por ley ante las pulverizaciones con pesticidas, donde se establecen áreas libres de aplicación de los pesticidas y también barreras vivas, con el propósito de mitigar los efectos de las derivas de las pulverizaciones con distancias de seguridad” (Kretschmer, et.al, 2020:36). 
 “El SENAVE, las Municipalidades, el INDERT, los ministerios de Educación y Ciencias, el de Salud Pública y el de la Niñez y Adolescencia, tienen competencias y la obligación de actuar ante la problemática de las fumigaciones a escuelas rurales, teniendo en cuenta el Principio del Interés Superior del Niño, estipulado en el Código de la Niñez y la Adolescencia (Art.3)
, así como también por la Convención sobre los Derechos del Niño, de las Naciones Unidas
” (Kretschmer, et.al, 2020:43), sin olvidar el compromiso con el principio precautorio.
Situación de las escuelas rurales
En los dos estudios referenciados se evidenció el incumplimiento de la normativa ambiental respecto a las franjas de protección. Alrededor del 22% de las y los estudiantes de las instituciones educativas rurales de la región oriental del país, se encuentran expuestos directamente a las fumigaciones (Palau y Lo Bianco, 2022:109).
Se evidenció asimismo que existe una directa relación entre el riesgo de fumigación y el tipo de producción predominante; en los departamentos donde la expansión del agronegocio es mayor se identificó una gran cantidad de escuelas afectadas por fumigaciones. Los productores con cultivos más cercanos a las instituciones educativas tienden en su mayoría a ser extranjeros y violan la normativa establecida (Palau y Lo Bianco, 2022:109).
Las personas afectadas tienen una alta percepción de la realización de fumigaciones y, en general, no cuentan con información respecto a los monocultivos cercanos a las instituciones educativas y la dimensión del problema, además de identificar afectaciones al derecho a la educación y la salud. La sensación de estar protegidas y protegidos por las barreras vivas, en su gran mayoría motiva a colocarlas de manera autogestionada. Ante la reiterada inacción de las autoridades competentes, actualmente las personas afectadas ya no realizan denuncias y cuando lo hacen, es principalmente ante autoridades de la localidad (Palau y Lo Bianco, 2022:109).
En 17,4% de las instituciones educativas existen monocultivos a 100 m o menos. Teniendo en cuenta la Ley 3742/09, la fumigación de estos cultivos es ilegal, y como todo monocultivo requiere indefectiblemente la aplicación de agrotóxicos, los mismos pueden ser considerados ilegales. Estas instituciones se encuentran preferentemente en los departamentos de Alto Paraná 27,42%, Itapúa 24,19% y Caaguazú 17,74% seguidos por San Pedro, Canindeyú, Amambay y Caazapá (en los que el porcentaje se encuentra entre el 10% y el 5%). (Palau y Lo Bianco, 2022:110).
En 4,8% de ellas, los monocultivos se encuentran a una distancia de entre 101 a 200 m. donde las fumigaciones aéreas se encuentran prohibidas Si bien en el estudio (PyL) todas las personas encuestadas indicaron que la fumigación que se realiza en el monocultivo más cercano es terrestre, esto no implica que la fumigación en la zona no pueda afectarlas. Estas instituciones se encuentran preferentemente en Alto Paraná, San Pedro, Itapúa y Canindeyú. (Palau y Lo Bianco, 2022:110).
Es así que 22,2% de las instituciones educativas en la región oriental del país, tienen en su cercanía monocultivos que realizan fumigaciones ilegales. Inclusive 8,1% (29) de las escuelas, tiene monocultivos a menos de 50 metros, 19 de ellas a 10 metros o menos, es decir, colindan con monocultivos que son frecuentemente fumigados (Palau y Lo Bianco, 2022:110).
En 10,4% de las instituciones, los monocultivos se encuentran entre 201 y 1000 metros, y se encuentran en riesgo de ser afectadas por las fumigaciones, ya que tomando en cuenta lo planteado por Tomasoni (2021) la distancia mínima para disminuir el riesgo de las fumigaciones es de 1000 metros. En su mayoría se encuentran en San Pedro (32,43%), además de Caaguazú (18,92%), Alto Paraná (16,22%) y Caazapá (13,51%). (Palau y Lo Bianco, 2022:110).
Así se puede afirmar que 32,5% de las instituciones educativas rurales de la región oriental del país, se encuentran en riesgo de ser afectadas directamente por las fumigaciones de los monocultivos. El 67,5% de las mismas se encuentran sin monocultivos cercanos y por lo tanto sin riesgo de ser afectadas de manera directa. Éstas se encuentran principalmente en departamentos con menor avance de rubros del agronegocio, como lo son Concepción, Cordillera, Ñeembucú y Paraguarí (Palau y Lo Bianco, 2022:110).
Son los monocultivos de soja los que con mayor frecuencia se encuentran a una distancia prohibida o que ponen en riesgo a instituciones educativas. Otros rubros que utilizan periódicamente agrotóxicos, tienen un peso bastante menor (Palau y Lo Bianco, 2022:111).
La mayoría (67%) de las personas encuestadas –sin distinción entre mujeres y hombres– indicaron que se realizan fumigaciones en las cercanías de las escuelas; quienes afirmaron que no se fumiga fueron exclusivamente directores/as y docentes.  Se observó la tendencia a que la percepción sobre la fumigación sea mayor cuando el monocultivo es más cercano a la escuela y que son las mujeres las que más la perciben. Aunque también a distancias mayores, las fumigaciones continúan siendo percibidas (Palau y Lo Bianco, 2022:111).
Las condiciones ambientales para la realización de las fumigaciones –según la mayoría de las personas– no son respetadas, ya que se realizan fumigaciones, aunque haya mucho viento o haga mucho calor; la lluvia parece ser la única condición climática que disminuye la aplicación de agrotóxicos. Cuando se percibe que se está realizando una fumigación, la gran mayoría indicó que no se hace nada. La principal acción emprendida en esos momentos es cerrar puertas y ventanas y no salir al patio (34,9%). Con una frecuencia bastante menor, indicaron que avisan a las autoridades de la escuela u otras autoridades. Es llamativo que inclusive las y los directores de las instituciones educativas, en su gran mayoría, indicaron no hacer nada (Palau y Lo Bianco, 2022:112).
El 36,5% de las personas encuestadas –una leve tendencia a que sea mayor por parte de hombres– indicaron que “se suele sentir malestar cuando hay fumigaciones”, evidenciándose la tendencia a que cuanto menor es la distancia entre los monocultivos y las instituciones educativas, mayor la frecuencia en que se señaló el malestar. Se observó además una tendencia a la naturalización de las dolencias y los malestares por parte de quienes conviven con fumigaciones y, por otro lado, la atribución de estas molestias a otras causas, como ser desnutrición o parasitosis.  El 65,22% indicó que son los y las niños/as quienes más se ven afectados por malestares al momento de las fumigaciones. En la gran mayoría de los casos no acuden al médico en estas ocasiones. (Palau y Lo Bianco, 2022:112).
La gran mayoría de las personas encuestadas indicaron desconocer los efectos de las fumigaciones en la salud. Sin embargo, indicaron que el principal impacto en el proceso educativo es que afecta a la concentración y al desarrollo de las clases, y, en segundo lugar, la pérdida de clases. (Palau y Lo Bianco, 2022:112).
Las denuncias ante instituciones por la realización de fumigaciones –fuera de tiempo y lugar– se realizaron en un porcentaje relativamente bajo. La institución a la que más se acude es a la Municipalidad (ya sea al propio intendente o a concejales). Las acciones emprendidas para evitar las fumigaciones y que lograron mejores resultados fueron, impedir fumigaciones e intentar llegar a un acuerdo con el productor del monocultivo. Es importante señalar que las denuncias ante el MEC no dieron resultados en ningún caso. (Palau y Lo Bianco, 2022:113).
Cuadro 2. Infracciones identificadas en todos los distritos
	Disposiciones Legales
	Lo que se observa en la realidad
	Institución
encargada del control

	Franja de protección de 100   metros para pulverización terrestre (Ley Nº 3742/09, art. 68, inc. a).
	Los centros educativos se encuentran a menos de 100 metros exigidos por la Ley, como medida de seguridad para la aplicación de pesticidas.
	SENAVE

	Barrera viva de 5 metros de ancho y dos metros de altura (Ley Nº 3742/09, art. 68, inc. c)
	Las barreras vivas no cumplen con las dimensiones estipuladas en la Ley.
	 SENAVE

	Franja de Protección de 50 metros de caminos vecinales poblados sin barrera viva (Ley Nº 3742/09, art. 68, inc. c)
	En los caminos vecinales de la comunidad, no se respeta la franja de seguridad de 50 metros del camino sin barrera viva, para la aplicación de agrotóxicos.
	SENAVE

	Condiciones atmosféricas desfavorables: temperatura superior a 32º Celsius, humedad relativa inferior a 60% (sesenta por ciento) o velocidad de viento superior a 10 km/h. (Ley Nº 3742/09, art. 63, inc. b)
	Los testimonios señalan que las condiciones atmosféricas (temperatura y velocidad del viento) no son observadas ni respetadas al momento de la aplicación de agrotóxicos.
	SENAVE

	Evaluación de Impacto Ambiental y/o Plan Ambiental Genérico (Ley Nº 294/93, art. 7, inc. b)
	La mayoría de los que están incursionando en el cultivo de la soja, no cuentan con Licencia Ambiental ni Plan Ambiental Genérico.
	MADES

	Sistema Productivo en Colonia Campesina (Ley Nº 1863/02, art. 25).
	No se practica la diversificación de rubros; se contamina el suelo, el agua y el aire; se atenta contra el germoplasma nativo; y se expone a los pobladores y a la Comunidad Educativa, a agroquímicos.
	INDERT

	Regulación de Cultivo Agrícola, cuya extensión supera las 5 ha del distrito de Capiibary (Res. 185/17, arts. 1 al 7).
	No se realiza la comunicación y presentación de documentación a la Municipalidad; se realizan fumigaciones con maquinaria pesada; no se comunica a la población previamente a la realización de la fumigación.
	Municipalidad


    Fuente: Elaboración propia, 2020 en (Kretschmer, et.al, 2020:141)
Conclusiones 
a. La inadecuación de la ley estableciendo parámetros insuficientes para proteger de los efectos de la deriva de productos fumigados a la población; 
b. La afectación de la salud de niños/as y comunidad educativa por contaminación; 
c. El incumplimiento de obligaciones por parte de instituciones estatales responsables, al no adoptar ni implementar medidas de cuidado y protección en las áreas de educación, salud, ambiente o niñez respecto a delitos ambientales y a la exposición de comunidades a riesgos a su salud por contaminación de pesticidas; 
d. Los procesos de impunidad ambiental ante desidia o connivencia del Estado e inutilidad de las denuncias ciudadanas ante instituciones; 
e. La resiliencia de la comunidad educativa a través de estrategias de contención que no son suficientes ante la magnitud de la problemática; 
f. Pérdida de clases a consecuencia de los malestares producidos por las fumigaciones; 
g. Percepción de riesgo de la aplicación de pesticidas, pero insuficiente conocimiento técnico y legal al respecto; 
h. La generación de conflictos en las comunidades, por la inacción estatal para el cumplimiento de leyes ambientales.
Recomendaciones

a. Desarrollar iniciativas de coordinación interinstitucional e impulsar acciones conjuntas para proteger a las escuelas y otros centros públicos de la afectación por pesticidas.
b. Hacer cumplir los Art.67 y 68 de la Ley 3742/09 tomando todas las medidas necesarias para que monocultivos extensivos se retrotraigan a la distancia exigida por la normativa vigente.
c. Modificar la Ley 3742/09, ampliando las medidas de protección en base a estudios técnicos solventes y con mecanismos que realmente puedan proteger ante las derivas y correntías de los pesticidas, distancia que no debería ser inferior a 1000 metros.
d. Prohibir por Ley los Plaguicidas Altamente Peligrosos como el Paraquat y el 2-4D, entre otros, que ya están prohibidos en otros países.
e. Las autoridades pertinentes deben tomar medidas urgentes ante las recomendaciones de los organismos internacionales, y adecuar la política en materia ambiental acorde a los parámetros y directrices internacionales; esto por principios del libre consentimiento y de la buena fe y la norma pacta sunt servanda que están universalmente reconocidos.
f. El Ministerio Público y el Poder Judicial deben cambiar sus prácticas e intervenir en los conflictos socio-ambientales teniendo en cuenta los principios que rigen para el Derecho Ambiental y teniendo en cuenta los compromisos internacionales asumidos por el Estado paraguayo en la materia.
g. El Ministerio de la Niñez y el de Educación y Ciencias deben establecer protocolos de gestión de riesgos ante denuncias de exposición a pesticidas de centros educativos, de salud, recreativos y caminos donde exista afluencia de niños y niñas.
h. El MADES y el SENAVE deben promover la instalación de un sistema de monitoreo, que permita construir una base de datos pública de control de pulverizaciones. 
i. El SENAVE debe impulsar de inmediato la constitución de Comités de Evaluación de los efectos nocivos de los plaguicidas como manda la Ley, integrado por representantes de las Asociación de Cooperadoras Escolares y/o integrantes de la comunidad educativa de las comunidades más expuestas a los impactos de los pesticidas en un primer momento, y ampliar a todo el país de forma gradual. 
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